
Santa Marta, 22 de junio de 2021. 

INFORME SECRETARIAL: Señor juez, en la fecha paso al despacho el presente proceso 

informando que correspondió por reparto; no obstante, pongo en conocimiento que la parte 

ejecutada actualmente se encuentra intervenida por la Superintendencia Nacional de Salud. 

Ordene. 

PEDRO MALDONADO PEÑA 

Secretario 
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Santa Marta, veintidós (22) de junio de dos mil veintiuno (2021). 

 

 

Visto el informe secretarial que antecede, encuentra el despacho que desde el mes de julio de 

2019 la Superintendencia Nacional de Salud decidió intervenir administrativamente por el 

término de un año a la Empresa Social del Estado ESE Alejandro Próspero Reverend de Santa 

Marta, la cual se extendió por un año más según quedó plasmado en la Resolución 008293 

del 3 de julio de 2020. 

 

Al respecto es preciso considerar que el artículo 230 de la Ley 100 de 1993 señaló que es a 

la Superintendencia Nacional de Salud a la que le corresponde ejercer las funciones de 

inspección, control y vigilancia respecto de las Entidades Promotoras de Salud, cualquiera 

que sea su naturaleza jurídica. 

 

En ese sentido, el artículo 68 de la Ley 715 de 2001, dispone: 

La Superintendencia Nacional de Salud tendrá como competencia realizar la inspección, vigilancia 

y control del cumplimiento de las normas constitucionales y legales del sector salud y de los 

recursos del mismo. 

Las organizaciones de economía solidaria que realicen funciones de Entidades Promotoras de 

Salud, administradoras de régimen subsidiado o presten servicios de salud y que reciban recursos 

del Sistema General de Seguridad Social en Salud, estarán sometidas a la inspección, vigilancia y 

control de la Superintendencia Nacional de Salud. 

La Superintendencia Nacional de Salud ejercerá funciones de inspección, vigilancia y control sobre 

las Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud IPS, en relación con el cumplimiento de las 

normas técnicas, científicas, administrativas y financieras del sector salud. Los procesos de 

liquidación de las instituciones prestadoras de servicios de salud, IPS, privadas serán de 

competencia de la Superintendencia de Sociedades, con excepción de las fundaciones, 

corporaciones y demás entidades de utilidad común sin ánimo de lucro, siempre y cuando no hayan 

manejado recursos públicos o de la Seguridad Social en Salud. 

Para el ejercicio de sus funciones, la Superintendencia Nacional de Salud, por medio de la 

jurisdicción coactiva, realizará el cobro de las tasas, contribuciones y multas a que hubiere lugar. 

La Superintendencia Nacional de Salud ejercerá la intervención forzosa administrativa para 

administrar o liquidar las entidades vigiladas que cumplan funciones de explotación u operación 

de monopolios rentísticos, cedidos al sector salud, Empresas Promotoras de Salud e Instituciones 

Prestadoras de Salud de cualquier naturaleza, así como para intervenir técnica y 



administrativamente las direcciones territoriales de salud, en los términos de la ley y los 

reglamentos. 

La intervención de la Superintendencia de Salud a las Instituciones Prestadoras de Salud tendrá 

una primera fase que consistirá en el salvamento. 

Sin perjuicio de la responsabilidad fiscal, disciplinaria y penal, la Superintendencia Nacional de 

Salud, en ejercicio de sus atribuciones y competencias, y previa solicitud de explicaciones, 

impondrá a los representantes legales de los departamentos, distritos y municipios, directores de 

salud, jefes de presupuesto, tesoreros y demás funcionarios responsables de la administración y 

manejo de los recursos sector salud en las entidades territoriales, multas hasta de 2.000 salarios 

mínimos legales mensuales vigentes a la fecha de la expedición del acto administrativo, a favor del 

Fondo de Solidaridad y Garantía, por incumplimiento de las instrucciones y órdenes impartidas 

por la Superintendencia, así como por la violación de la normatividad vigente sobre la prestación 

del servicio público de salud y el Sistema General de Seguridad Social en Salud. El pago de las 

multas debe hacerse con recursos de su propio peculio, y en consecuencia no se puede imputar al 

presupuesto de la entidad de la cual dependen. 

 

En este contexto, el artículo 116 del Decreto Ley 663 de 1993, Estatuto Orgánico del Sistema 

Financiero, modificado por el artículo 22 de la Ley 510 de 1999, sobre la toma de posesión 

señala lo siguiente: 

La toma de posesión conlleva: 

(…) 

d) La suspensión de los procesos de ejecución en curso y la imposibilidad de admitir nuevos 

procesos de esta clase contra la entidad objeto de toma de posesión por razón de obligaciones 

anteriores a dicha medida. A los procesos ejecutivos se aplicarán en lo pertinente las reglas 

previstas por los artículos 99 y 100 de la Ley 222 de 1995, y cuando allí se haga referencia al 

concordato se entenderá que se hace relación al proceso de toma de posesión. La actuación 

correspondiente será remitida al agente especial; 

e) La cancelación de los embargos decretados con anterioridad a la toma de posesión que afecten 

bienes de la entidad. La Superintendencia Bancaria librará los oficios correspondientes; 

(…) 

h) El que todos los depositantes y los acreedores, incluidos los garantizados, quedarán sujetos a las 

medidas que se adopten para la toma de posesión, por lo cual para ejercer sus derechos y hacer 

efectivo cualquier tipo de garantía de que dispongan frente a la entidad intervenida, deberán 

hacerlo dentro del proceso de toma de posesión y de conformidad con las disposiciones que lo rigen. 

En relación con los créditos con garantías reales se tendrá en cuenta la preferencia que les 

corresponde, según sea el caso, esto es, de segundo grado si son garantías muebles y de tercer 

grado si son inmuebles. 

 

Finalmente, el artículo 99 de la Ley 222 de 1995, dice lo siguiente: 

A partir de la providencia de apertura y durante la ejecución del acuerdo, no podrá admitirse petición 

en igual sentido, ni proceso de ejecución singular o de restitución del inmueble donde desarrolle sus 

actividades la empresa deudora. 

La Superintendencia de Sociedades librará oficio a los jueces y funcionarios administrativos 

competentes para conocer de procesos judiciales o de cualquier procedimiento o actuación 

administrativa de carácter patrimonial contra el deudor, para que le informen la naturaleza y estado 

de la actuación, en la forma y con el detalle que ella indique. 

Tratándose de procesos ejecutivos o de ejecución coactiva, dentro de los tres días siguientes al recibo 

de oficio, el juez o funcionario ordenará remitir el expediente a la superintendencia de Sociedades. 

Una vez ordenada la remisión, se procederá a efectuarla dentro de los tres días siguientes a la 

ejecutoria del auto que la ordene. 

El Juez o funcionario declarará de plano la nulidad de las actuaciones que se surtan en contravención 

a lo prescrito en el inciso anterior, por auto que no tendrá recurso alguno. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0222_1995_pr002.html#99
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0222_1995_pr002.html#100
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El Juez o funcionario que incumpla lo dispuesto en los incisos anteriores incurrirá en causal de mala 

conducta, salvo que pruebe causa justificativa. 

Los procesos, demandas ejecutivas y los de ejecución coactiva, se tendrán por incorporados al 

concordato y estarán sujetos a la suerte de aquél. Los créditos que en ellos se cobren se tendrán por 

presentados oportunamente, siempre y cuando tal incorporación se surta antes del traslado de créditos. 

Cuando se remita un proceso ejecutivo en el que no se hubieren decidido de manera definitiva las 

excepciones de mérito propuestas, éstas se considerarán objeciones, y serán decididas como tales. Las 

pruebas recaudadas en el proceso remitido serán apreciadas en el trámite de la objeción. 

Si en los referidos procesos se hubieren propuesto como excepciones de mérito las de nulidad relativa, 

simulación o lesión enorme, el Juez remitirá copia del expediente, conservando el original para 

resolver las referidas excepciones y cualquier otra que se hubiere propuesto junto con éstas. 

 

Ahora, en lo que corresponde a la jurisprudencia, la Corte Constitucional en la Sentencia T-

593 de 2003, señaló que el juez que desconozca la normatividad especial aplicable a los 

procesos de toma de posesión, incurre en una vía de hecho por defecto orgánico. 

De todo lo anterior se colige que, resulta inadmisible el inicio de nuevos procesos ejecutivos 

contra la entidad objeto de intervención forzosa y lo que corresponde en este asunto es 

ordenar remitirlo al agente especial interventor de la Superintendencia Nacional de Salud 

encargado de administrar la Empresa Social del Estado ESE Alejandro Próspero Reverend 

de Santa Marta, demandado en esta causa. 

Por lo expuesto, el juzgado 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: Abstenerse de iniciar el presente proceso ejecutivo, de conformidad con las 

razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO: Remitir el presente proceso al agente especial interventor de la Empresa Social 

del Estado ESE Alejandro Próspero Reverend de Santa Marta, para lo de su cargo. 

 

Notifíquese y Cúmplase. 

 

EL JUEZ,  

RAUL ALBERTO SAUCEDO GONZÁLEZ 


